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	ASUNTO:
	ORDENANZA No. 000070 DEL 27 DE JULIO DE 2009 ESTAMPILLA PRO HOSPITALES DE PRIMER Y SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO EN EL DISTRITO ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA 


Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 22 de marzo de 2013 por el Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante la cual (i) se declaró la nulidad condicionada de la expresión “la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio” contenida en el artículo 4 de la Ordenanza No. 000070 de 2009 proferida por la Asamblea del Departamento del Atlántico, en el entendido de que la contradicción con el ordenamiento jurídico solo se configura cuando la expedición del mencionado documento se haga por parte de un funcionario que no sea departamental o distrital y (ii) se negaron las demás pretensiones de la demanda. 

1. ANTECEDENTES

1.1 Demanda 

La Cámara Regional de la Construcción del Caribe –CAMACOL Regional Caribe, en ejercicio de la acción de nulidad prevista en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, solicita la nulidad de los artículos 3, 4, 5, 6 y 7 de la Ordenanza No. 000070 de 2009, por infringir las normas en las que deberían fundarse. 

1.2 Contenido del acto demandado 

Los artículos demandados son del siguiente tenor literal: 

“DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO

ASAMBLEA DEPARTAMENTAL

ORDENANZA No. 000070

“POR LA CUAL SE AUTORIZA AL CONCEJO DISTRITAL DE BARRANQUILLA PARA QUE HAGA OBLIGATORIO EL USO DE LA ESTAMPILLA PROHOSPITALES DE PRIMER Y SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO EN EL DISTRITO ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

LA HONORABLE ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DEL ATLÁNTICO, en uso de sus facultades constitucionales y legales previstas en los artículos 300 numeral 4 y 338 de la Constitución Política, y en los artículos 10 y subsiguientes de la ley 663 de 2001. 

ORDENA:

ARTÍCULO 1º: (…) 

ARTÍCULO 3º: SUJETOS DEL TRIBUTO. Determinase como SUJETO ACTIVO del tributo que por esta ordenanza se autoriza, al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla; y como SUJETO PASIVO, a todas las personas naturales o jurídicas y sociedades de hecho que para acreditar el pago del impuesto predial en el Distrito de Barranquilla, para efectos de la protocolización de actos u operaciones sobre bienes inmuebles que impliquen  la transferencia de dominio en los términos del Código Civil Colombiano y el artículo 27 de la Ley 14 de 1983, obtengan la expedición del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite: (sic) dicho pago por parte de las autoridades distritales. 

ARTÍCULO 4º: HECHO GENERADOR. Constituye HECHO GENERADOR de la obligación de pagar la ESTAMPILLA Pro-Hospitales de primer y segundo nivel de atención en el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, la expedición del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite el pago del impuesto Predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio, en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983. 

Parágrafo. Se entiende que hay transferencia de dominio en los actos de tradición, donación, sucesión notarial o judicial, liquidación de sociedades comerciales y conyugales en sede judicial o ante Notario. 

ARTÍCULO 5º: BASE GRAVABLE. Constituye BASE GRAVABLE de la obligación de pagar la Estampilla Pro-Hospitales de primer y segundo nivel de atención del Departamento del Atlántico en el Distrito Especial, Industrial Y (sic) Portuario de Barranquilla, el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes inmuebles que para su protocolización requieren del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite el pago del impuesto predial, sobre el cual se impone la Estampilla. 

Este valor no podrá ser inferior al avalúo catastral o al autoavalúo vigente en el año de expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, al valor del remate o de la adjudicación, según el caso. 

ARTÍCULO 6º: TARIFA. La tarifa aplicable al cobro de la Estampilla que por esta Ordenanza se emite y se autoriza será de UNO PUNTO CINCO POR CIENTO (1.5%) del valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes que para su protocolización requieren del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite el pago del impuesto predial, sobre el cual se impone la Estampilla en los términos del artículo cuarto de la presente Ordenanza. 

ARTÍCULO 7º: CAUSACIÓN. La Estampilla Pro-Hospital de primer y segundo nivel de atención que por esta Ordenanza se emite y autoriza se causará, de manera instantánea, con la expedición del estado de Cuenta (sic) o documento que acredita el pago del impuesto Predial en el Distrito de Barranquilla para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983, en cumplimiento del procedimiento administrativo de solicitud, declaración, registro, validación y liquidación que reclame la Secretaría de Hacienda Distrital”. 

1.3 Concepto de la violación 

Previo a desarrollar los cargos de ilegalidad que sustentan la demanda, pone de presente que el Tribunal Administrativo del Atlántico declaró la nulidad del Acuerdo No. 010 de 2006
, decisión que para la fecha de expedición de la ordenanza demandada en esta oportunidad, se encontraba en segunda instancia ante esta Corporación. 

Razona que la Ordenanza No. 000070 de 2009 se limita a reproducir el mismo hecho generador definido en el Acuerdo Distrital No. 010 de 2006, pero al hacerlo se incurrió en una nueva ilegalidad, como a continuación se explica: 

1.3.1 Violación del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 y del artículo 2 de la Ley 44 de 1990

Manifiesta que el artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 prohíbe imponer gravámenes sobre objetos o industrias gravados por la ley. 

Explica que la ordenanza demandada toma la misma base gravable del impuesto predial unificado previsto en la Ley 44 de 1990, es decir, con la estampilla se grava el mismo objeto del citado impuesto, aumentando la tarifa que, por ley, tiene un tope máximo. 

Dice que resulta evidente que se trata del mismo objeto ya gravado por la ley, en la medida en que en la Ordenanza No. 000070 de 2009 se adopta como base gravable mínima de la estampilla el avalúo catastral o el autoavalúo del inmueble, que es la misma base del impuesto predial unificado. 

Destaca que en la ordenanza se grava el estado de cuenta del impuesto predial con otro tributo, lo que equivale a aumentar el citado impuesto. Así lo ha reconocido el Consejo de Estado al decretar la suspensión provisional de las ordenanzas 0018 de 2004, 0040 de 2001 y 0017 de 2008, todas ellas referentes a estampillas. 

1.3.2 Violación del artículo 5 de la Ley 633 de 2001 –léase Ley 663 de 2001
-

Asegura que existe incongruencia entre el hecho generador y la base gravable porque: (i) el hecho generador lo define como la expedición de un estado de cuenta o documento que indica que el inmueble que se pretende enajenar está al día con el impuesto predial, obviando que este documento carece de cuantía por tratarse de una constancia, o si la tiene, ésta sería exclusivamente el valor de expedición de dicho documento y (ii) la base gravable se define como el valor del inmueble que se pretende enajenar, o como mínimo el avalúo catastral o el autoavalúo. 

Explica que si el hecho generador del tributo es un documento –estado de cuenta-, la base gravable debe ser necesariamente la cuantía de dicho documento y no de otro. 

Resalta que en la ordenanza se autoriza tomar como base gravable la cuantía de la escritura pública mediante la cual se enajena un inmueble, que es un acto autónomo y distinto del estado de cuenta, en cuyo otorgamiento no interviene funcionario distrital alguno. 

Expone que el artículo 5 de la Ley 663 de 2001 dispuso que la tarifa de la estampilla debe ser fijada por la Asamblea Departamental sin exceder del 2% del valor del acto, actividad, obra u operación sujeta a gravamen, por lo tanto, no es posible que la base gravable del tributo sea el valor de la escritura pública mediante la cual se enajena el bien inmueble respecto del cual se solicitó el estado de cuenta. 

1.3.3  Violación de los artículos 1, 150-12, 300-4 y 338 de la Constitución Política

Afirma que el Congreso de la República, al tenor del numeral 12 del artículo 150  de la Constitución Política, es la única corporación autorizada para establecer impuestos, por lo tanto, ni las asambleas departamentales ni los concejos municipales pueden fijar  tributos de manera autónoma. 

Transcribe apartes de pronunciamientos de la Corte Constitucional, entre otros, de las sentencias C-521 de 1997, C-277 de 2002 y C-992 de 1994. 

Advierte que con la demanda no se pretende debatir la legalidad de la ley habilitante –Ley 663 de 2001-, sino de los actos administrativos que la desarrollan, motivo por el cual, el cargo se concreta en proponer que las normas acusadas vulneran la  Constitución, precisamente porque ante la ausencia de determinación legal del hecho generador de la estampilla en estudio, la Asamblea Departamental del Atlántico creó este elemento al señalar como tal, la expedición del estado de cuenta del impuesto predial en el Distrito de Barranquilla, careciendo de competencia para ello. 

Asegura que la ley habilitante guardó silencio respecto de los elementos esenciales de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico -hecho generador y base gravable-, por lo tanto, es evidente la violación de los artículos 1, 150-12, 300-4 y 338 de la Constitución Política. 

Sostiene que la ausencia de facultad constitucional y legal de la Asamblea del Atlántico para fijar, en este caso, el hecho generador del tributo, vicia de nulidad la ordenanza demandada. 

En sustento de sus afirmaciones, transcribe apartes de la sentencia del Consejo de Estado del 16 de marzo de 2001, radicado No. 10669, C. P. Dr. Germán Ayala Mantilla. 

1.4 Contestación de la demanda 
El Departamento del Atlántico contestó la demanda y solicitó que se desestimen las pretensiones de la parte demandante, por las razones que se exponen a continuación:  

1.4.1 Violación de los artículos 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 y 6 de la Ley 633 de 2001 -–léase Ley 663 de 2001-

Afirma que no se vulnera el artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 porque el hecho generador que instituyó la Asamblea Departamental en la ordenanza demandada se circunscribe a la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, respecto del cual, en el Decreto 0180 de 2010
 no existe gravamen que lo imponga en la jurisdicción. 

Sostiene que no se está imponiendo tributo sobre la propiedad de los inmuebles  porque lo que grava la estampilla es la expedición de un acto en el que interviene un funcionario de la Administración Distrital que da fe de la información predial. 

Recalca que es sobre dicho acto documental que surge la obligación de pago de la Estampilla Pro – Hospitales, es decir, no se grava al contribuyente por ostentar la propiedad o posesión de predios en Barranquilla, sino por solicitar un acto documental que involucra el actuar administrativo en los términos de la ley habilitante. 

Asegura que la ordenanza demandada no desconoce el artículo 2 de la Ley 44 de 1990, porque la base que señala la Asamblea es del 1.5% del valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes que para su protocolización requiere del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, que la ordenanza nunca hace referencia al valor catastral –base del impuesto predial- como base, sino que se refiere al valor del acto de transferencia de dominio para el cual se libra el respectivo estado de cuenta. 

Pone de presente que los valores de venta de los inmuebles no son los mismos que los catastrales. 

Señala que se grava a quienes realicen actos de transferencia y que soliciten para ese trámite el estado de cuenta del impuesto predial, que resulta ser diferente a lo que se grava en el impuesto predial, tributo que debe ser pagado anualmente por los propietarios o poseedores de predios del municipio. 

1.4.2 Violación del artículo 5 de la Ley 633 de 2001 -–léase Ley 663 de 2001-

Aclara que la ley ordenadora del tributo es la Ley 663 de 2001 y no la Ley 633 del mismo año, como erradamente lo señala la parte demandante. 

Expone que en el artículo 5 de la Ley 663 de 2001 se señala que la tarifa de la estampilla no podrá exceder del dos por ciento (2%) del valor del acto, actividad, obra u operación sujetos del gravamen, orden que acogió en estricto sentido la Asamblea Departamental al instituir como tarifa de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico el 1,5% del valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes que para su protocolización requieren del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial. 

Manifiesta que los valores de venta de los inmuebles en todos los casos no corresponden al valor catastral, dado que la comercialización de predios se hace por valores superiores a los registrados en el catastro, luego, obedecen a situaciones distintas como ocurre en el caso del impuesto predial y la cuestionada estampilla, pues mientras la base gravable para uno (predial) es el avalúo catastral, para el otro (estampilla) es el valor del acto de transferencia de dominio, que seguramente en algunos casos coincidirá con el valor catastral, pero que en la mayoría de estos deberá obedecer al valor del acto de compra venta. 

1.4.3 Violación de normas de rango constitucional 

Afirma que en desarrollo del artículo 338 de la Constitución Política el legislador expidió la Ley 663 de 2001, norma que a su vez facultó a la Asamblea Departamental para implementar el hecho generador del tributo. 

Sostiene que no existe prohibición constitucional ni legal que le impida a la Asamblea Departamental gravar el paz y salvo o documento que acredite el pago con la estampilla en estudio, máxime si se tiene en cuenta que en el artículo 6 de la Ley 663 de 2001 se previó que la obligación de adherir o anular la estampilla física queda a cargo de los funcionarios departamentales y municipales que intervengan en los actos o hechos sujetos al gravamen. 

Resalta que sobre el tema de la autonomía territorial y el principio de legalidad tributaria, la Corte Constitucional, en varias oportunidades, ha expuesto que cuando el legislador establece tributos de carácter nacional tiene la obligación de señalar todos sus componentes de manera clara e inequívoca
. Pero que no sucede lo mismo respecto de los impuestos de carácter territorial en los que siempre debe mediar intervención del legislador. 

En este último caso, explica que pueden presentarse dos supuestos: (i) que la propia ley agote los elementos del tributo, caso en el cual las entidades territoriales tendrán la suficiente autonomía para ver si adoptan o no el impuesto
 y (ii) que la ley simplemente autorice el tributo, en consecuencia, serán las correspondientes corporaciones de representación popular en el ámbito territorial las encargadas de desarrollar el tributo autorizado por la ley. 

Dice que el principio de legalidad opera en materia tributaria, sin que ello signifique que la determinación de todos y cada uno de los elementos del tributo corresponda con exclusividad al Congreso de la República, pues en aras del principio, según el cual, no hay contribución sin representación, también las corporaciones públicas del orden territorial están facultadas por la Constitución para participar en la determinación de los elementos de los tributos del orden departamental, distrital o municipal. 

Asevera que la Asamblea Departamental, a partir de la autorización legal concedida en la Ley 663 de 2001 y mediante la ordenanza demandada, implementó en su jurisdicción la estampilla y determinó de manera concreta los elementos esenciales de la obligación que la ley enunció. Esta actuación no desborda las competencias asignadas a este órgano ni tampoco desconoce la Constitución, porque se efectuó bajo la autonomía reglada que concedió el constituyente al reconocer la soberanía administrativa a los entes territoriales. 

En sustento de sus afirmaciones, transcribe aparates de la sentencia C-227 en la que la Corte Constitucional analizó la constitucionalidad de la Ley 645 de 2001, por cual se autoriza la emisión de la Estampilla Pro Hospitales Universitarios. 

1.5 Sentencia apelada 
El Tribunal declaró la nulidad condicionada de la expresión “la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio” contenida en el artículo 4 de la Ordenanza No. 000070 de 2009 proferida por la Asamblea del Departamento del Atlántico, en el entendido de que la contradicción con el ordenamiento jurídico solo se configura cuando la expedición del mencionado documento se haga por parte de un funcionario que no sea departamental o distrital, con fundamento en las siguientes razones:

1.5.1 Obligación de funcionarios departamentales o municipales en la adhesión de la estampilla

Afirma que conforme con la Ley 663 de 2001, el hecho generador de la estampilla está constituido por los actos que recaigan sobre la circulación o transferencia de documentos realizados en el Departamento del Atlántico, actos en los que por disposición de la misma ley deben intervenir funcionarios departamentales o municipales, a quienes corresponde adherir o anular la estampilla.

Pone de presente que en la ordenanza demandada no se señala qué otro tipo de empleados deban ser los encargados de expedir el estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, para efectos de protocolizar actos u operación de tradición de dominio en el Distrito de Barranquilla. 

Con fundamento en la sentencia de la Sala Plena del Consejo de Estado del 16 de junio de 2009
, concluye que la disposición acusada solamente devendría en nula si en la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, para efectos de protocolizar actos u operaciones de tradición de dominio en el Distrito de Barranquilla, no intervenga un funcionario departamental o municipal, razón por la cual, declara condicionalmente nula la expresión “la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio” contenida en el artículo 4 de la Ordenanza No. 000070 de 2009 proferida por la Asamblea del Departamento del Atlántico, en la medida en que la expedición de los mismos se haga por parte de funcionarios que no se encuentren al servicio del Departamento del Atlántico o del Distrito de Barranquilla. 

1.5.2 Violación del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 y del artículo 2 de la Ley 44 de 1990

Sostiene que el impuesto predial recae sobre inmuebles, en tanto que la estampilla que se analiza en este proceso grava el documento que demuestra el pago del impuesto, es decir, que se trata de dos hechos generadores totalmente distintos, aun cuando guardan alguna relación. En consecuencia, no se vulnera el numeral 5 del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986.

Expone que la ordenanza acusada no señala como base gravable el avalúo catastral sino el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes inmuebles, que para su protocolización requieren del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, respecto del cual se impone la estampilla, es decir, la estampilla recae sobre la tradición de inmuebles en el Distrito de Barranquilla y el valor de dicha transferencia de dominio no es el avalúo catastral del bien. 

En conclusión, la base gravable de la estampilla no es el avalúo catastral, de manera que no se quebrantó el artículo 2 de la Ley 44 de 1990. 

1.5.3 Violación del artículo 5 de la “Ley 633 de 2001” – Léase Ley 663 de 2001- 

Compara la tarifa fijada en el artículo 5 de la Ley 663 de 2001 con la señalada en el artículo 6 de la ordenanza demandada, y concluye que esta última no determinó una tarifa superior a la planteada en la ley, es decir, está conforme con la norma superior. 

1.5.4 Violación de normas de rango constitucional – principio de legalidad 

Razona que contrario a lo dicho por la parte demandante, en la Ley 663 de 2001 el legislador sí señaló el hecho generador de la estampilla y lo definió como un “tributo documental, lo que significa que lo constituye un documento o instrumento que produzca efectos jurídicos, cuyo hecho económico objeto de gravamen puede ser la circulación o transferencia de la riqueza, como también la obtención de un servicio a cargo del Estado
”. 

Agrega que, en todo caso, la Asamblea Departamental del Atlántico estaba  facultada para establecer los elementos del tributo e incluso complementar el hecho generador fijado por el legislador, tal como se desprende del artículo 338 de la Constitución Política y lo planteó el Consejo de Estado en la sentencia del 30 de mayo de 2011

1.6 Recurso de apelación 
La parte demandante solicita que se revoque la sentencia de primera instancia y que, en su lugar, se concedan todas las pretensiones de la demanda, con fundamento en los siguientes argumentos: 

1.6.1 Violación del artículo 7 del Decreto Ley 1222 de 1986 y del artículo 2 de la Ley 44 de 1990

Considera que la apreciación del Tribunal respecto de la violación del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 y del artículo 2 de la Ley 44 de 1990 es equivocada y desconoce la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, por cuanto al gravar con la estampilla el estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que impliquen la transferencia de dominio, la ordenanza acusada definitivamente impuso un nuevo gravamen distrital sobre la propiedad de los inmuebles con ocasión de su enajenación, siendo idénticos los sujetos pasivos, la base gravable mínima admisible (avalúo catastral) y el objeto sobre el cual recae el tributo, en este caso, la propiedad inmueble, ya gravada por el Distrito de Barranquilla mediante normas anteriores. 

Explica que es evidente que se trata de un mismo objeto ya gravado por una ley, pues la ordenanza acusada adopta como base gravable mínima el tributo que autoriza imponer el avalúo catastral o el autoavalúo del inmueble, que es la misma base del impuesto predial unificado establecido en la Ley 44 de 1990.

Resalta que si bien la ordenanza no señala expresamente la propiedad o la posesión como hecho gravado, al adoptar como base gravable mínima del tributo el avalúo catastral o el autoavalúo del inmueble, se está replicando la base imponible del impuesto predial unificado, lo que conlleva el mismo efecto, gravar la propiedad o posesión de bienes en la jurisdicción distrital. 

Por lo anterior, concluye que es clara la violación del artículo 2 de la Ley 44 de 1990 que determina la prohibición, a los municipios, de establecer tributos cuya base gravable sea el avalúo catastral. 

Agrega que siendo la estampilla analizada un tributo adicional sobre un objeto ya gravado con el impuesto predial, se estaría aumentando este impuesto, tal como lo determinó el Consejo de Estado al decretar la suspensión provisional de las ordenanzas Nos. 0018 de 2004, 0040 de 2001 y 0017 de 2008, todas estas referentes a estampillas. 

1.6.2 Declaración de nulidad condicionada de la ordenanza demandada

Respecto de la declaratoria de nulidad condicionada de la Ordenanza No. 000070 de 2009, manifiesta que en la demanda nunca se formuló el cargo de nulidad con fundamento en este argumento, esto es, el hecho de que en la expedición del estado de cuenta del impuesto predial interviniera o no un funcionario público.

Por lo anterior, solicita que se revoque el numeral primero de la sentencia apelada. 

1.6.3 Violación del artículo 5 de la Ley 633 de 2001 -–léase Ley 663 de 2001-

Considera que sí existe incongruencia entre el hecho generador y la base gravable de la estampilla porque si el primero es un documento –estado de cuenta del impuesto predial-, la base gravable necesariamente debe ser la cuantía de dicho documento y no de otro. 

Explica que en este caso la ordenanza acusada autoriza a tomar como base gravable la cuantía de la escritura pública mediante la cual se enajena el inmueble, que es un acto autónomo y distinto del estado de cuenta, en el que solo interviene el enajenante, el beneficiario y el notario. 

Asegura que si bien es cierto que la Asamblea Departamental del Atlántico no excedió el porcentaje establecido en la ley como tarifa aplicable sobre el valor del acto, también lo es que el cargo de nulidad planteado radicaba en la incongruencia de la tarifa y la base gravable del tributo frente al hecho generador del mismo. 

Insiste en que la tarifa fue establecida por la norma departamental para ser aplicada sobre el acto de transferencia de dominio que resulta ser diferente al hecho generador del tributo, que no grava la enajenación sino la expedición del estado de cuenta del impuesto predial. Luego, la tarifa, en tal caso, debió recaer sobre el valor del estado de cuenta, si es que existe alguna tasa distrital por su expedición, como es de común ocurrencia en los distintos servicios que prestan los municipios y los departamentos a los contribuyentes en materia de expedición de paz y salvos, constancias, copias, etc. 

1.6.4 Violación de normas de rango constitucional 

Razona que la ley habilitante no delimitó el documento que sería gravado por concepto de la estampilla, y que la sola mención, en el sentido de que debe recaer sobre un documento que produzca efectos jurídicos, no ofrece suficiente determinación del hecho gravado. 

Sostiene que recaer sobre actos documentales es solo una característica común en todos los tributos de las estampillas, y que la Ley “633” –léase Ley 663-de 2001 no ofrece claridad sobre qué acto da lugar a la imposición del gravamen. 

Dice que la Asamblea Departamental no estaba capacitada para “inventar” el hecho generador del tributo, sin que la ley habilitante, al menos, hubiese esbozado un hecho generador. 

Precisa que si bien es cierto, jurisprudencialmente se ha llegado a la conclusión de que la ley habilitante no debe necesariamente fijar todos los elementos esenciales del tributo, también lo es que se ha reconocido que la autonomía tributaria de los entes territoriales no es absoluta y, que por ende, las leyes que autorizan la creación de un tributo deben al menos definir el hecho generador del tributo, por ser éste el elemento que perfila e identifica el gravamen. Al respecto, se remite a la sentencia de la Corte Constitucional C-992 de 2004 y del Consejo de Estado del 18 de marzo de 2010, radicado No. 17420 que reitera lo planteado en la sentencia del 4 de junio de 2009, radicado No. 16086. 

Dice que en la Ley 663 de 2001 es evidente la ausencia de determinación del hecho generador del tributo y que esta norma se limita a facultar a la Asamblea Departamental del Atlántico para que cree la estampilla y autorice su uso en los distintos municipios del departamento, lo que evidencia que la ordenanza demandada se opone a los artículos 1, 150-12, 300-4 y 338 de la Constitución Política. 

Asegura que en la ordenanza acusada no se podía fijar el hecho generador del tributo en forma directa porque la Asamblea Departamental carecía de competencia para ello; en consecuencia, está viciada de nulidad. 

1.7 Alegatos de conclusión 
Las partes guardaron silencio.

1.8 Concepto del Ministerio Público 
El Ministerio Público guardó silencio.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El problema jurídico

Conforme con las razones de la apelación, debe la Sala determinar (i) si la Asamblea Departamental del Atlántico excedió las facultades constitucionales y legales que le asisten en materia impositiva, al señalar el hecho generador del tributo, (ii) si transgredió el artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 que prohíbe imponer gravámenes sobre objetos o industrias gravados por la ley y (iii) si existe incongruencia entre el hecho generador y la base gravable del tributo, fijados en la ordenanza demandada. 

Cuestión previa 
Advierte la Sala que en la sentencia de primera instancia el Tribunal formuló como primer cargo de ilegalidad “que la parte demandante acusa de nulo el acto administrativo demandado, en tanto que el legislador estableció que la obligación de adherir o anular la estampilla estaría a cargo de autoridades departamentales, y en el presente caso no median los mismos”. 

Revisada la demanda, se observa que la parte actora no propuso como causal de nulidad de la ordenanza demandada la resuelta por el Tribunal y que dio origen a la declaratoria de nulidad condicionada de la expresión “la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio” contenida en el artículo 4 de la Ordenanza No. 000070 de 2009. 

Es decir, en ninguno de los argumentos expuestos por la parte actora se alegó el hecho relacionado con la intervención de funcionarios departamentales o municipales en la expedición de los actos o hechos sujetos al gravamen. 

A pesar de que la conclusión es cierta, le asiste razón a la parte apelante, toda vez que el Tribunal no podía pronunciarse oficiosamente sobre un cargo no formulado, lo que conlleva que se revoque el numeral primero de la sentencia del Tribunal. 

En este orden de ideas, le corresponde a la Sala analizar los cargos de ilegalidad propuestos en la demanda y reiterados en el recurso de apelación, no sin antes poner de presente que esta Corporación, mediante la sentencia del 28 de febrero de 2013
, modificó el numeral 1 de la sentencia del 13 de mayo de 2009 del Tribunal Administrativo del Atlántico y, en su lugar, declaró la nulidad de los artículos 4, 5, 7, 8 y 9 del Acuerdo No. 10 de 2006 expedido por el Concejo Distrital de Barranquilla, por el cual se hace obligatorio el uso de la Estampilla Pro-Hospitales de I y II Nivel de Atención en el Departamento del Atlántico, en el Distrito de Barranquilla. 

En esa oportunidad, se concluyó que la suscripción de escrituras públicas de enajenación de inmuebles
 no puede ser objeto de la estampilla a la que se ha hecho mención, porque en su expedición no intervienen funcionarios distritales como lo exige el hecho generador dispuesto en la Ordenanza No. 16 de 2004, en concordancia con lo previsto en la Ley 663 de 2001.

Ese pronunciamiento no puede ser tenido en cuenta porque los cargos de ilegalidad propuestos en este proceso son diferentes al analizado en esa oportunidad.  

1. Facultades constitucionales y legales de los entes territoriales en materia impositiva. Determinación del hecho generador del tributo

1.1 El artículo 287-3 de la Constitución Política de 1991 prevé que las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley tienen derecho a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 

A su vez, el artículo 338 ibídem señala que en tiempos de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos. 

1.2 Conforme con estas normas, la jurisprudencia ha entendido que para efectos de establecer un impuesto municipal se requiere siempre de una ley previa que autorice su creación –ley de autorización- y que sólo cuando se ha creado legalmente el impuesto, los entes territoriales adquieren el derecho a administrarlo, manejarlo y utilizarlo
.

1.3 Téngase en cuenta que a los entes territoriales les asiste la facultad de establecer los elementos del tributo, eso sí, dentro de los límites y conforme con las pautas fijadas por la ley. 
Al respecto, ha dicho la Corte: 

“(…) si la ley crea un impuesto nacional, entonces la misma ley debe definir todos los elementos de la obligación tributaria. Pero en cambio, si se trata de un tributo territorial, y en especial si la ley se limita a autorizar el tributo, entonces pueden las correspondientes corporaciones de representación popular, en el ámbito territorial, proceder a desarrollar el tributo autorizado por la ley. Esto significa que en tales eventos, ‘la ley puede ser más general, siempre y cuando indique, de manera global, el marco dentro del cual las asambleas y los concejos deben proceder a especificar los elementos concretos de la contribución”
.

1.4 Del análisis de varios precedentes constitucionales respecto de la autonomía tributaria de los entes territoriales, la Corte Constitucional ha concluido lo siguiente: 

“5.6. (…) En conclusión, la jurisprudencia viene orientándose en el sentido de admitir que la autonomía tributaria de los entes territoriales exige al legislador reservar un espacio para el ejercicio de sus competencias impositivas, de manera que el Congreso no puede determinar todos los elementos de la obligación tributaria, porque produciría un vaciamiento de las facultades de las asambleas y concejos. Ahora bien, aunque la determinación por los entes territoriales de los elementos de la obligación tributaria debe llevarse a cabo siguiendo unas pautas mínimas fijadas por el legislador, la Corte ha considerado expresamente que “la fijación de los parámetros básicos implica reconocer que ese elemento mínimo es la autorización que el legislador da a las entidades territoriales para la creación del tributo.”
 (Negrillas fuera del original). En otras palabras, la jurisprudencia ha aceptado que la sola autorización del tributo constituye un parámetro mínimo constitucionalmente aceptable, a partir del cual puede admitirse que las ordenanzas y los acuerdos puedan fijar los elementos de la obligación tributaria.  Sin embargo, también ha puesto de presente que “debido a que la identidad del impuesto se encuentra íntimamente ligada al hecho gravable, es claro que la ley debe delimitar los hechos gravables que son susceptibles de ser generadores de impuestos territoriales.”

Así las cosas, la jurisprudencia ha admitido que los elementos de la obligación tributaria sean determinados por las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales, pero dentro de unos parámetros mínimos que deben ser señalados por el legislador. Estos parámetros mínimos, según se desprende de la jurisprudencia, son dos: (i) la autorización del gravamen por el legislador, y (ii) la delimitación del hecho gravado con el mismo.”
 (Subraya la Sala). 

1.5 En esta misma línea jurisprudencial, esta Sección ha señalado que los entes territoriales tienen la facultad para establecer los elementos del tributo. Así se ha indicado en diferentes oportunidades al analizar el impuesto de alumbrado público
.

1.6 Partiendo de esta conclusión, se analizará si en el presente caso la Asamblea Departamental del Atlántico excedió los parámetros mínimos señalados en la Ley 663 de 2001, por la cual se autoriza la emisión de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico, para fijar el hecho generador del tributo. 

1.6.1 Mediante la Ley 663 de 2001 se autorizó (i) a la Asamblea Departamental del Atlántico para que determine las características, tarifas y todos los demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla en las actividades, obras y operaciones que deban realizarse en el departamento y en los municipios del mismo (art. 3) y (ii) a los concejos municipales del Departamento del Atlántico para que previa autorización de la Asamblea Departamental hagan obligatorio el uso de la estampilla, siempre con destino a lo estipulado en el artículo 2 de la misma ley (art. 4)
.

1.6.2 De lo anterior se infiere que la Ley 663 de 2001 cumplió con el elemento mínimo de autorización al que se ha hecho referencia y, a su vez, delimitó el hecho gravable susceptible de ser generador del tributo a nivel territorial, es decir, se fijó el elemento que está íntimamente ligado con la identidad del tributo –estampilla- que en este caso lo constituyen las actividades, obras y operaciones que deban realizarse en el departamento y en los municipios del mismo. 

1.6.3 Adicionalmente, el legislador señaló como tope máximo de la tarifa el 2% del valor del acto, actividad, obra u operación sujetos del gravamen (art. 5) y dispuso que la obligación de adherir y anular la estampilla física queda a cargo de los funcionarios departamentales y municipales que intervengan en los actos o hechos sujetos al gravamen, obligación cuyo incumplimiento acarrea sanción por la autoridad disciplinaria correspondiente (art. 6).

1.6.4 En consecuencia, es claro que: (i) el legislador cumplió con el elemento mínimo de autorización, (ii) delimitó el hecho gravable, (iii) señaló el sujeto activo del gravamen –Departamento del Atlántico y sus municipios-, la destinación del tributo, el tope máximo de la tarifa y la obligación de adherir y anular la estampilla física y (iv) dejó un amplio margen de libertad a la Asamblea Departamental del Atlántico para que determinara “las características, tarifas y todos los demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla en las actividades, obras y operaciones que deban realizarse en el departamento y en los municipios del mismo”.

1.6.5 Entonces, a partir de los límites señalados por el legislador en la ley de autorización, le correspondía a la Asamblea Departamental del Atlántico determinar las características y los demás asuntos que resulten necesarios para establecer este tributo en la respectiva jurisdicción, a fin de cumplir con las funciones departamentales (art. 300-4 C.P.), debiendo en todo caso, observar de manera adicional lo previsto en el Decreto Ley 1222 de 1986.

1.7 Pues bien, como el cargo de ilegalidad se concreta en que la Asamblea Departamental no estaba facultada para “inventar” el hecho generador del tributo, sin que la ley habilitante al menos hubiese esbozado un hecho generador, para la Sala este cargo no está llamado a prosperar por las siguientes razones: 

1.7.1 Revisada la ley habilitante, evidencia la Sala que en ésta (i) se delimitó el hecho generador de la estampilla a las actividades, obras y operaciones circunscritas al Departamento del Atlántico y sus municipios y (ii) se facultó a la Asamblea Departamental para determinar en específico esas actividades, obras y operaciones respecto de las cuales recae el tributo en la jurisdicción de ese departamento. 

1.7.2 En otras palabras, la determinación de las actividades, obras y operaciones sujetas al gravamen, por disposición del legislador, es de competencia del órgano de representación, en virtud del principio de autonomía, labor que se debe realizar dentro de los términos fijados en la ley. 

1.7.3 En virtud de esta autorización, la Asamblea Departamental del Atlántico expidió la Ordenanza No. 000070 del 27 de julio de 2009, en la que se dispuso que el hecho generador de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico lo constituye la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio, en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983. 

1.7.4 Hecho generador que atiende el carácter documental
 de las estampillas, es decir, constar en un documento
, como lo es el estado de cuenta o documento al que se refiere el artículo 4 de la ordenanza demandada.

1.7.5 Por lo expuesto, es claro que el legislador en la ley habilitante (i) delimitó el hecho generador de la estampilla a las actividades, obras y operaciones circunscritas al departamento y sus municipios y (ii) lo condicionó en el sentido de que necesariamente deban intervenir funcionarios departamentales o municipales, en quienes recae la obligación de adherir o anular la estampilla física. 

1.7.6 En este orden de ideas, no le asiste razón a la parte demandante porque el legislador sí delimitó el hecho generador del tributo y fijó unos condicionamientos que la Asamblea Departamental no está desconociendo en la redacción de la ordenanza demandada, en lo atinente a este elemento esencial del tributo. 

1.7.7 En efecto, al determinar como hecho imponible “la expedición del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite el pago del impuesto Predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio, en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983”, es evidente que se está refiriendo a un documento, por lo tanto, no cabe duda de que se respeta la naturaleza de la estampilla como tributo de carácter documental, que debe adherirse y anularse al acto gravado, en este caso, el estado de cuenta al que se refiere el artículo 4 de la ordenanza en estudio. 

1.8 En este orden de ideas, se concluye que no existió extralimitación de la Asamblea Departamental demandada al señalar el hecho generador de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico, por lo tanto, el cargo de ilegalidad en los términos planteados por la parte actora no está llamado a prosperar. 

2. Violación del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 que prohíbe imponer gravámenes sobre objetos o industrias gravados por la ley

2.1 Afirma la parte demandante que la ordenanza demandada impone un nuevo gravamen sobre la propiedad de los bienes inmuebles, con ocasión de la enajenación, contrariando lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986. 

2.2 Observa la Sala que el numeral 5 del artículo 71 del Decreto Ley 1222 de 1986 señala que está prohibido, a las asambleas departamentales, imponer gravámenes sobre objetos o industrias gravados por la ley. 

2.3 En el sub exámine, se advierte que el artículo 1 de la Ley 44 de 1990 por la cual se dictan normas sobre catastro e impuestos sobre la propiedad raíz, se dictan otras disposiciones de carácter tributario, y se conceden unas facultades extraordinarias, prevé que a partir del año 1990 se fusionan en un solo impuesto los siguientes gravámenes: (i) el Impuesto Predial; (ii) el impuesto de parques y arborización; (iii) el impuesto de estratificación socioeconómica y (iv) la sobretasa de levantamiento catastral. 

2.4 De conformidad con la Ley 44 de 1990, el hecho generador del impuesto predial unificado está constituido por la propiedad o posesión que se ejerza sobre un bien inmueble, en cabeza de quien detente el título de propietario o poseedor de dicho bien, quienes, a su vez, tienen la obligación, según corresponda, de declarar y pagar el impuesto (arts. 13 y 14).

A diferencia de lo anterior, el hecho generador de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico, previsto en la Ordenanza No. 000070 de 2009, recae sobre el estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio, en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983.

2.5 Es decir, en el impuesto predial se grava la propiedad o posesión que se ostente sobre un bien inmueble, en tanto que, en la citada estampilla se grava la expedición de un estado de cuenta o documento que acredite el pago de dicho impuesto, circunstancia que no permite afirmar que exista identidad entre estos dos tributos. 
2.6 Lo expuesto, resulta suficiente para no darle prosperidad a este cargo de ilegalidad, por lo tanto, le asiste razón al Tribunal al negar esta pretensión. 

3. Incongruencia entre el hecho generador y la base gravable del tributo, fijados en la ordenanza demandada

3.1 Para la parte demandante existe incongruencia entre el hecho generador y la base gravable de la estampilla porque si el primero es un documento –estado de cuenta del impuesto predial-, la base gravable necesariamente debe ser la cuantía de dicho documento y no de otro –escritura pública-. 

3.2 El artículo 5º de la ordenanza demandada prevé que la base gravable de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico la constituye el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes inmuebles, que para su protocolización requieren del estado de cuenta  o documento que acredite el pago del impuesto predial, sobre el cual se impone la estampilla, valor que no podrá ser inferior al avalúo catastral o al autoavalúo vigente en el año de expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, al valor del remate o de la adjudicación, según el caso. 

En tanto que, como se analizó con anterioridad, el hecho generador de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico lo constituye la expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial para efectos de la protocolización de todo acto u operación sobre bienes inmuebles que implique la transferencia de dominio en los términos del Código Civil Colombiano y del artículo 27 de la Ley 14 de 1983 (art. 4) 

3.3 En cuanto a la determinación de la base gravable, es importante precisar que ésta ha sido definida como el aspecto cuantitativo del hecho gravado, descriptor de un parámetro a través del cual puede expresarse la magnitud de aquel, en valores económicos que deben ser establecidos por procedimientos especiales para cada caso
. 

3.4 Es decir, la base gravable parte de la identificación del hecho generador y permite tratar valores con los que se pueden cuantificar cifras generalmente monetarias o, la magnitud del hecho gravado aplicable para cada tributo. 

3.5 Explica la doctrina que estos dos conceptos –hecho generador y base gravable- “en ocasiones se encuentran vinculados estrechamente, dado que la magnitud de la base gravable es a su vez el objeto de la acción o del estado de cosas que configura el hecho generador” como ocurre en el caso del impuesto sobre la renta, pero, en otros casos “estos conceptos se encuentran plenamente diferenciados pues, como lo explica JARACH, puede que la base de la medición no se aplique directamente sobre el objeto del hecho generador y la ley tome algún índice o cantidad como medida del hecho previsto en la ley que da lugar a la relación jurídica tributaria, sin una relación directa con este”
, por ejemplo, el artículo 523 del Estatuto Tributario que señala las actuaciones y documentos que sin tener en cuenta su cuantía estarán gravados con el impuesto de timbre nacional. 

3.6 En el caso concreto, observa la Sala que de la simple comparación entre el hecho generador y la base gravable de la Estampilla Pro Hospitales de Primer y Segundo Nivel de Atención del Departamento del Atlántico, es claro que la base gravable fijada en la ordenanza demandada (art. 5) no resulta ser el aspecto cuantitativo del hecho gravado en el artículo 4 de la citada ordenanza, porque mientras el hecho generador se refiere a un documento -estado de cuenta- cuya cuantía no puede ser el valor de la transacción que certifica, la base gravable tiene que ver con el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes inmuebles que para su protocolización requieren del estado de cuenta  o documento que acredite el pago del impuesto predial, sobre el cual se impone la estampilla.

3.7 Si la base gravable es la magnitud o la medición del hecho gravado, a la cual se le aplica la tarifa para determinar la cuantía de la obligación tributaria, debe existir correspondencia entre uno –el hecho generador- y otro –la base gravable, circunstancia que debe tenerse en cuenta al momento de establecer el gravamen en su jurisdicción. 

3.8 Todo, porque, la base gravable será la medición del hecho generador. Por lo tanto, el objeto del hecho generador, en este caso, el estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, resulta ser el elemento sobre el cual se debe medir o determinar el monto del tributo, para que pueda predicarse esa correspondencia  o íntima relación. 

3.9 Si el hecho generador es el estado de cuenta que acredita el pago del impuesto predial, la base gravable de la estampilla no puede ser el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes inmuebles, ni, por defecto, el avalúo catastral o al autoavalúo vigente en el año de expedición del estado de cuenta o documento que acredite el pago del impuesto predial, del valor del remate o de la adjudicación, según el caso, como lo dice la norma acusada. 

Esto (i) rompe con la sensata correspondencia que debe existir entre el hecho imponible y la base gravable y (ii) toma como base gravable, por defecto, el avalúo catastral o el autoavalúo, circunstancia que además de guardar similitud con la base gravable prevista en el artículo 3 de la Ley 44 de 1990
, para el caso del impuesto predial, no guarda correspondencia con el estado de cuenta de dicho gravamen, que es el hecho gravable. 

3.10 Por lo anterior, el cargo de ilegalidad tiene vocación de prosperar y, en consecuencia, se declarará la nulidad del artículo 5 de la Ordenanza No. 000070 de 2009, expedida por la Asamblea Departamental del Atlántico. 

3.11 Consecuentemente, se debe declarar la nulidad parcial del artículo 6 de la citada ordenanza porque además de fijar en el 1.5 el porcentaje a aplicar como tarifa, porcentaje que está acorde con el artículo 5 de la Ley 663 de 2001
, la Asamblea Departamental demandada incurre en el error de fijarla sobre “el valor incorporado en el acto de transferencia de dominio de los bienes que para su protocolización requieren del estado de Cuenta (sic) o documento que acredite el pago del impuesto predial” (Se subraya), aparte que contraría las normas de rango superior en las que debe fundarse, es decir, presenta un vicio de contenido porque no corresponde con la realidad que constituye el hecho generador del tributo, circunstancia que resulta inadmisible para la Sala. 

4. Los artículos 3 y 7 de la Ordenanza No. 00070 de 2009

Respecto de los artículos 3 y 7 de la Ordenanza No. 000070 de 2007, que en su orden se refieren a los sujetos del tributo y la causación del mismo, la parte apelante no propuso en la demanda ningún argumento con el fin de demostrar su ilegalidad, razón por la cual, la Sala se declarará inhibida para hacer un pronunciamiento de fondo en relación con la pretendida nulidad de estos artículos y confirmará la sentencia en lo demás. 

5. CONCLUSIÓN

En consecuencia, se impone revocar la sentencia apelada porque se comprobó la ilegalidad del artículo 5 de la ordenanza demandada, que señala la base gravable del tributo, que a su vez repercute en la ilegalidad del artículo 6 del mismo ordenamiento, tal como se explicó en su oportunidad. 

Además, se declarará inhibida la Sala para hacer un pronunciamiento de fondo en relación con la pretendida nulidad de los artículos 3 y 7 de la Ordenanza No. 000070 de 2009 y confirmará las demás pretensiones de la demanda.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

1. REVÓCASE la sentencia proferida el 22 de marzo de 2013 por el Tribunal Administrativo del Atlántico. En su lugar: 

2. DECLÁRASE LA NULIDAD de los artículos 5 y 6 de la Ordenanza No. 00070 de 2009. 

3. DECLÁRASE INHIBIDA la Sala para hacer un pronunciamiento de fondo en relación con la pretendida nulidad de los artículos 3 y 7 de la Ordenanza No. 000070 de 2009. 

4. NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ 

Presidente de la Sección 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ

� Sentencia del 13 de mayo de 2009, expediente No. 2007-00286-00, M. P. Dr. Luis Carlos Martelo Maldonado. 


� La parte demandante incurre en una imprecisión al señalar como norma violada la Ley 633 de 2001 porque en realidad es la Ley 663 de 2001 por la cual se autoriza la emisión de la estampilla pro hospitales de primer y segundo nivel de atención del departamento del Atlántico.








� Por el cual se compila, actualiza y renumera la normativa tributaria del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla.


� Cfr. sentencias C-004 de 1993, C-084 de 1995, C-978 de 1999 y C-390 de 1996.


� Cfr. sentencia C-1097 de 2001.


� Radicado No. 2009-00305-00, C. P. Dr. Enrique Gil Botero, en la que se planteó la tesis según la cual, es desproporcionado declarar nula una decisión administrativa cuando no se puede hacer un pronunciamiento puro y simple sobre la legalidad o ilegalidad de un acto administrativo. 


� Sentencia del 4 de junio de 2009, radicado No. 16086, C. P. Dr. William Giraldo Giraldo. 


� Radicado No. 17269, C. P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas.


� Radicado No. 18949, C. P. Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez (E).


� El artículo 5 del Acuerdo No. 010 de 2006 establecía que el hecho generador de la Estampilla Pro-Hospitales de I y II Nivel de Atención en el Departamento del Atlántico lo constituye la suscripción de escritura pública de enajenación de inmuebles situados en la jurisdicción del Distrito de Barranquilla. 


� Sentencia C- 467 de 1993, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� C-084 de 1995.


� Sentencia C-1043 de 2003. M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia C-992 de 2004. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Sentencia C-035 de 2009, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Sentencias del  6 de agosto de 2009, radicado No. 16315 y del 11 de marzo de 2010, radicado No. 16667, C.P. Dr. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas; del 10 de marzo de 2011, radicado No.  18141, C.P. Dra. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez; del 19 de mayo de 2011, radicado No. 17764, C.P. Dr. William Giraldo Giraldo y del 7 de junio de 2011, radicado No. 17623, C.P. Dra.  Martha Teresa Briceño de Valencia, entre otras.





� La Corte Constitucional mediante la sentencia C-538 de 2002, M.P. Dr. Jaime Araujo Rentería declaró exequible la integridad de la Ley 663 de 2001, solamente por los cargos analizados en esa sentencia, salvo los siguientes dispositivos de la misma ley que se declararon INEXEQUIBLES: el parágrafo del artículo 3; la expresión "medio o método sustitutivo si fuere el caso", contenida en el artículo 4; y la expresión "y de aplicar el sistema, medio o método sustitutivo si fuere el caso", contenida en el artículo 6.





� En la sentencia C-1097/01 se define la estampilla atendiendo el rol en la relación económica: “Como extremo impositivo la estampilla es un gravamen que se causa a cargo de una persona por la prestación de un servicio, con arreglo a lo previsto en la ley y en las reglas territoriales sobre sujetos activos y pasivos, hechos generadores, bases gravables, tarifas, exenciones y destino de su recaudo.  Como medio de comprobación la estampilla es documento idóneo para acreditar el pago del servicio recibido o del impuesto causado, al igual que el cumplimiento de una prestación de hacer en materia de impuestos. Y en cualquier caso, la estampilla puede crearse con una cobertura de rango nacional o territorial, debiendo adherirse al respectivo documento o bien”.


� El legislador ha previsto la posibilidad de sustitución de la estampilla física por otro sistema de recaudo del gravamen. Es el caso de la Estampilla Pro Desarrollo Fronterizo, en la que “Las Asambleas Departamentales podrán autorizar la sustitución de la estampilla física por otro sistema de recaudo del gravamen que permita cumplir con seguridad y eficacia el objeto de esta Ley; determinarán las características y todos los demás asuntos referentes al uso obligatorio de las estampillas en las actividades y operaciones que se realicen en el departamento y en los municipios del mismo, de lo cual se dará información al Ministerio de Hacienda y Crédito Público” (parágrafo 1 del artículo 49 de la Ley 191 de 1995).








� BRAVO ARTEAGA, Juan Rafael, Nociones Fundamentales de Derecho Tributario, Tercera Edición, Cuarta Reimpresión 2009, Editorial Legis, pp. 262-263-269. 


� Insignares Gómez, Roberto y Sánchez Peña, Mary Claudia, Cuantificación de la obligación tributaria en Curso de Derecho Tributario, procedimiento y régimen sancionatorio, Primera Edición, 2010, Julio Roberto Piza Rodríguez (Ed) y Universidad Externado de Colombia, Bogotá, p. 379.


� Según el cual, “la base gravable del Impuesto Predial Unificado será el avalúo catastral, o el autoavalúo cuando se establezca la declaración anual del impuesto predial unificado”. 


� “Artículo 5. La tarifa que determine la Asamblea del Atlántico no podrá exceder del dos por ciento (2%) del valor del acto, actividad, obra u operación sujetos del gravamen”.








